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IV. BIBLIOGRAFÍA SELECCIONADA.
I) NOVEDADES NORMATIVAS 

En este periodo, la producción normativa tanto estatal como autonómica en materia de medio ambiente ha sido especialmente escasa, caracterizándose además esta normativa por no referirse generalmente a materias de interés local. 

1. Estado

- Ley 9/2014, de 9 de mayo, de Telecomunicaciones (BOE núm. 114, de 10 de mayo de 2014). 

La materia de las Telecomunicaciones reviste un carácter ambiental en lo referente a las garantías presentes en el procedimiento de instalación de antenas de telefonía móvil. Tales garantías, que ya se habían visto severamente reducidas por los anteriores textos legales así como por la jurisprudencia del Tribunal Supremo (STS de 22 de marzo de 2011) y del Tribunal Constitucional (STC de 8 de enero de 2012), que eliminaron la posibilidad para municipios y comunidades autónomas de dictar normas adicionales de protección en ejercicio de sus competencias sanitarias o medioambientales, o su exclusión sufren ahora una nueva e importante merma. 
La nueva Ley de Telecomunicaciones prevé el derecho de los operadores a la ocupación, no solo del dominio público (art. 30), sino también de la propiedad privada para la instalación de antenas, bien siendo beneficiarios de una expropiación forzosa, bien mediante la declaración de servidumbre forzosa de paso, asumiendo los costes de tal operación, de competencia estatal: del Ministerio de Industria, Energía y Turismo. El único requisito que se les exige para ocupar la propiedad privada es la presentación de un proyecto técnico que ha de aprobar el Ministerio, que recabará para ello, entre otras cosas, un informe municipal sobre la compatibilidad del proyecto técnico con la ordenación urbanística vigente (art. 29). Tal informe, sin embargo, no puede versar sobre ninguna cuestión relativa a la salud de los ciudadanos. 
Además, se elimina todo acto preventivo de control municipal que todavía pervivía, permitiéndose la instalación de antenas sin ningún tipo de licencia, mediante la mera emisión de una declaración responsable (art. 34), la cual “habilita para la prestación a terceros de servicios de instalación o mantenimiento de equipos o sistemas de telecomunicación en todo el territorio español y con una duración indefinida” (art. 59). Tampoco se exige evaluación de impacto ambiental ni ningún otro tipo de control que pueda suponer una evaluación de los riesgos de estas instalaciones que, por lo tanto, tienen ahora vía libre para multiplicarse en nuestros núcleos urbanos sin existir ya un solo mecanismo jurídico para contestar dicho desarrollo. 
- Real Decreto 97/2014, de 14 de febrero, por el que se regulan las operaciones de transporte de mercancías peligrosas por carretera en territorio español (BOE núm. 50, de 27 de febrero de 2014). 

Este Reglamento sustituye al Real Decreto 551/2006, de 5 de mayo, por el que se regulan las operaciones de transporte de mercancías peligrosas por carretera en territorio español con objeto de adaptar el sector a la nueva normativa comunitaria e internacional; fundamentalmente, esta norma transpone a derecho interno la Directiva 2008/68/CE, de 24 de septiembre de 2008, sobre transporte terrestre de mercancías peligrosas. 

Se comienzan definiendo las disposiciones generales, que incluirán el Acuerdo europeo relativo al transporte internacional de mercancías peligrosas por carretera (ADR). Se excluyen del ámbito de aplicación aquellos transportes efectuados con vehículos militares o bajo responsabilidad de las Fuerzas Armadas (art. 2). 

El Capítulo II regula las normas sobre el transporte de mercancías peligrosas, que requiere de autorización administrativa especial conforme al art. 25 y ss del Reglamento General de Conductores (RD 818/2009, de 8 de mayo). Los vehículos deberán cumplir con determinadas carácterísticas y los miembros de la tripulación habrán de ser informados sobre las mismas y contar con una formación suficiente (art. 4). Se regulan normas especiales de circulación (art. 5) y permisos excepcionales y especiales (art. 7). 

En el Capítulo III se contemplan las normas técnicas sobre vehículos de transporte, envases y embalajes, grandes recipientes para granel, grandes embalajes, etc (arts. 8 y ss). Se regula asimismo el control especial del cumplimiento de estas condiciones por parte de Organismos de control y Estaciones de ITV y el funcionamiento de estos organismos (arts. 12 y ss). 

El Capítulo IV regula las normas de actuación en caso de avería o accidente 8art. 20 y ss), el Capítulo V regula la condición y labor de los Consejeros de seguridad y sus obligaciones (arts. 24 y ss). En el Capítulo VI se regulan detalladamente las operaciones de carga y descarga, tanto generales como especiales (arts. 34 y ss). 

Finalmente, el Capítulo VII prevé la aplicación en la materia del régimen sancionador previsto en la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres, sus normas de desarrollo y, en su caso, lo dispuesto en el texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo (art. 49).
- Real Decreto 102/2014, de 21 de febrero, para la gestión responsable y segura del combustible nuclear gastado y los residuos radiactivos (BOE núm. 58, de 8 de marzo de 2014). 

Mediante este Reglamento se termina de trasponer el contenido de la Directiva 2011/70/Euratom del Consejo, de 19 de julio de 2011, por la que se establece un marco comunitario para la gestión responsable y segura del combustible nuclear gastado y de los residuos radiactivos. Se dicta en desarrollo de la Ley 25/1964, de 29 de abril en materia de gestión de combustible nuclear y residuos radiactivos. 

La norma establece los principios generales que debe respetar la gestión de residuos radiactivos: reducción al mínimo razonablemente posible en su generación, interdependencia entre todas las etapas de generación y gestión, establecimiento de sistemas de seguridad pasiva (no dependientes de energía externa) o asignación del coste de la gestión al generador del residuo (con ciertas excepciones) (art. 3). 

Se establecen asimismo las responsabilidades asociadas a la gestión de material radiactivo, compatibilizando la responsabilidad principal del generador de residuos o titular de la autorización, con la responsabilidad última correspondiente al Estado, dada la calificación de la gestión como servicio público esencial (art. 4). 

Finalmente, se regula el contenido del Plan General de Residuos Radiactivos previsto por el art. 38.2 bis de la Ley 25/1964, de 29 de abril, destinado a recoger las estrategias, actuaciones necesarias y soluciones técnicas encaminadas a la gestión responsable y segura del combustible y residuos nucleares (arts. 5 y 6). Se explicita que dicho Plan General se financiará a través del “Fondo para la financiación de actividades del Plan General de Residuos Radiactivos” constituido a tal efecto y regulado por la disposición adicional 6ª de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre (art. 7), y sujeto a un Comité de seguimiento y control (art. 8). 

Mediante esta norma también se deroga y sustituye el RD 1349/2003, de 31 de octubre, que regulaba las actividades de la Empresa Nacional de Residuos Radiactivos, S.A (ENRESA), cuyas responsabilidades en la gestión de residuos radiactivos se concretan ahora en los arts. 9 y ss de esta norma. 

Finalmente, este Real decreto modifica el Reglamento sobre instalaciones nucleares y radiactivas (RD 1836/1999, de 3 de diciembre), introduciendo una nueva autorización de desmantelamiento y cierre para las instalaciones de almacenamiento definitivo e incluyendo además la obligación de aportar garantías que cubran los costes y contingencias que pudieran derivarse del desmantelamiento (disposición final primera). 

- Real Decreto 148/2014, de 7 de marzo, por el que se modifica el RD 58/2005, de 21 de enero, por el que se adoptan medidas de protección contra la introducción y difusión en el territorio nacional y de la CE de organismos nocivos para los vegetales o productos vegetales, así como para la exportación y tránsito hacia países terceros, y el RD 1190/1998, de 12 de junio, por el que se regulan los programas nacionales de erradicación o control de organismos nocivos de los vegetales aún no establecidos en el territorio nacional (BOE núm. 77, de 29 de marzo de 2014). 

Esta norma responde, por un lado, a la necesidad de ampliar la composición y funciones del Comité Fitosanitario Nacional, introducido por el RD 1190/1998, de 12 de junio como órgano de coordinación entre el Estado y las CC.AA en materia de sanidad vegetal, dada la nueva normativa en materia de medios de defensa sanitarios y uso sostenible de productos fitosanitarios. Así, se amplían sus funciones habilitándolo para elaborar propuestas de disposiciones, directrices y procedimientos en materia de controles y planes de acción sobre medios de defensa fitosanitarios, higiene y trazabilidad, así como labores de asesoramiento, planificación, coordinación y seguimiento, creándose para ello nuevos grupos de trabajo dentro de su estructura (artículo único). 

De la misma forma, se juzga conveniente integrar dicho Comité Fitosanitario Nacional en el Real Decreto 58/2005, de 21 de enero, por el que se adoptan medidas de protección contra la introducción y difusión en el territorio nacional y de la CE de organismos nocivos para los vegetales o productos vegetales. Por ello, se derogan los artículos del RD 1190/1998, de 12 de junio relativos al Comité y pasan a introducirse con la nueva redacción ampliada en el RD 58/2005, de 21 de enero. 

- Real Decreto 163/2014, de 14 de marzo, por el que se crea el registro de huella de carbono, compensación y proyectos de absorción de dióxido de carbono (BOE núm. 77, de 29 de marzo de 2014). 

España se halla obligada por la Decisión 406/2009/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2009, a reducir para el año 2020 sus emisiones de gases de efecto invernadero en un 10% respecto a 2005. La presente norma pretende contribuir al cumplimiento de esta reducción de emisiones posibilitando que las absorciones mediante sumideros de carbono tengan reflejo en el Inventario Nacional de Gases de Efecto Invernadero de España. 

Se crea el registro de huella de carbono, compensación y proyectos de absorción de dióxido de carbono, la medición de absorciones se efectuará conforme a documentos técnicos de apoyo publicados por el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente (art. 1). El registro, que tiene carácter voluntario, se refiere a “las personas jurídicas o trabajadores autónomos que desarrollen una actividad económica y sean generadoras de emisiones de gases de efecto invernadero, con actividad en el territorio nacional que, de forma voluntaria, calculen su huella de carbono, realicen actividades dirigidas a su reducción y/o compensen sus emisiones” (art. 3.1). 
El Capítulo II regula los actos inscribibles en cada sección del Registro, que al efecto se divide en tres: a) sección de huella de carbono y de compromisos de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero, b) sección de proyectos de absorción de dióxido de carbono y c) sección de compensación de huella de carbono. El Capítulo III regula el procedimiento de inscripción, incluyendo los datos, documentación y tramitación necesarios para cada una de las tres secciones del registro. 

2. Comunidades Autónomas 

G) La Rioja
- Decreto 10/2014, de 14 de marzo, por el que se desarrolla el capítulo III del título II de la ley 5/2002 de 8 de octubre, de Protección del Medio Ambiente de La Rioja, sobre la aplicación del sistema revisado de etiqueta ecológica comunitaria en el ámbito de la C.A de La Rioja (BOLR núm. 34, de 19 de marzo de 2014). 

Mediante esta norma se desarrolla la Ley 5/2002, de 8 de octubre de Protección del Medio Ambiente de La Rioja para adaptarla a la nueva normativa comunitaria sobre etiqueta ecológica: el Reglamento CE 66/2010 de 25 de noviembre de 2009, modificado por el Reglamento 782/2013, de 14 de agosto. En concreto, se pretende establecer los procedimientos necesarios para que las distintas organizaciones puedan aplicar a sus productos el sistema revisado de etiqueta ecológica comunitaria, además de desarrollar determinados preceptos en relación a distintivos de garantía de calidad ambiental. 

Se designa a la Dirección General de Calidad Ambiental como organismo competente en La Rioja para conceder la etiqueta ecológica comunitaria (art. 3). Además de resolver las solicitudes de etiqueta ecológica, tal órgano tendrá las funciones de control y vigilancia, suspensión utilización de la etiqueta en su caso, proposición de medidas de promoción y solicitud a la Comisión Europea de definición de determinadas categorías de productos y de criterios ecológicos para los mismos (art. 4). 

En el Capítulo III se regula el procedimiento para la concesión de la etiqueta, regulándose los requisitos de la solicitud (art. 6), la cual estará sujeta al pago de precio público (art. 10), la tramitación de la instrucción y la resolución (arts 7 y 8). Resulta característica la obligatoria firma de un contrato entre el peticionario y el organismo competente como requisito necesario para la utilización de la etiqueta ecológica (art. 9). 

Finalmente, se regulan las causas de suspensión de la utilización y de cancelación de la concesión (arts. 12 y 13), y un régimen sancionador (art. 14). 
J) Aragón

- Decreto 44/2014, de 1 de abril, del Gobierno de Aragón, por el que se regula el procedimiento de autorización de apertura e inspección de los Parques Zoológicos, así como la creación de su registro (BOA núm. 73, de 11 de abril de 2014). 

Mediante esta norma se ejecutan en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Aragón, las obligaciones previstas en la legislación básica sobre parques zoológicos: la Ley 31/2003, de 27 de octubre, que procede de la trasposición de la Directiva 1999/22/CE, de 29 de mazo de 1999, relativa al mantenimiento de animales silvestres en Parques Zoológicos. 

Los parques zoológicos son considerados, conforme al art. 25 de la Ley aragonesa 11/2003, de 19 de mazo, de protección animal, como núcleos zoológicos, por lo que requieren autorización y registro por parte del órgano competente en materia de sanidad animal. Se aplica aquí el Decreto 181/2009, de 20 de octubre, de núcleos zoológicos en la Comunidad Autónoma de Aragón, que exige, para dicha autorización, que los núcleos cuenten con programa avanzado de atención veterinaria y que faculta al órgano competente en sanidad animal para realizar inspecciones destinadas a prevenir la transmisión de plagas y enfermedades de procedencia exterior a los animales de los parques zoológicos y de éstos a las especies fuera del parque. 

Mediante este Decreto, se atribuye a la administración ambiental autonómica la competencia sobre la autorización de parques zoológicos (art. 3) (no confundir con la citada autorización como “núcleo zoológico”), que se sustanciará ante el Instituto Aragonés de Gestión Ambiental (INAGA) y podrá ser de apertura, modificación o ampliación del parque. Se explicita que este régimen autorizatorio resulta compatible con la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios del mercado interior, al estar justificado en razones imperiosas de interés general por la Ley 17/2009, de 23 de noviembre. 

En el expediente autorizatorio participan también órganos competentes en conservación de la biodiversidad, sanidad animal y seguridad y protección civil (art. 4). La autorización podrá prever medidas de conservación de carácter ambiental y del bienestar animal (art. 5), y se exigirá a los titulares del parque el desarrollo y cumplimiento de programas de conservación ex situo de especies, de programas de educación y concienciación del público y del programa avanzado de atención veterinaria, cuestiones que quedarán sujetas a inspección (art. 6). Otras obligaciones asociadas serían la suscripción de un seguro de responsabilidad civil (art. 9) y, en su caso, el sometimiento a evaluación de impacto ambiental (art. 10). La autorización, finalmente, podrá ser suspendida por el INAGA de comprobarse el incumplimiento de alguna de las condiciones previstas (arts. 12 y 13). 

El Decreto regula también las inspecciones previas (art. 14) e inspecciones periódicas (art. 15), así como los obligados registros de ejemplares (art. 17) y el nuevo Registro de Parques Zoológicos de Aragón, que funciona en paralelo al registro de núcleos zoológicos (art. 18). 

K) Castilla-La Mancha: 

- Decreto 8/2014, de 30 de enero de 2014, por el que se regula la práctica de la cetrería en Castilla-La Mancha y se crea el Registro de Aves Rapaces y de Cetrería (DOCM núm. 24, de 5 de febrero de 2014). 

Este Reglamento deroga y sustituye al Decreto 11/2009, de febrero en desarrollo de la Ley 2/1993, de 15 de julio, de Caza de Castilla-La Mancha en materia de cetrería. Respecto a esta actividad, declarada Patrimonio Inmaterial de la Humanidad por parte de la Unesco el 16 de noviembre de 2010, ha aumentado tanto el número de aficionados como la demanda del número de especies que se utilizan, por lo que conviene ampliar el número de especies autorizadas (lo que realiza el Anexo I de la norma). Dichas especies se integran en el nuevo y unificado Registro de Aves Rapaces y de Cetrería de Castilla-La Mancha (al que se llama “Falcon”), incluyéndose datos de identificación del ave y propietario asegurando su trazabilidad desde el nacimiento, para un mejor control sanitario, legal y de las actividades de reproducción y cría (arts. 8 y ss). 

Se regulan también los requisitos para la práctica de la cetrería (licencia de caza, identificación, certificado de inscripción de las aves en registro, autorización expresa del titular del coto privado de caza, y documentación de la cesión temporal del ave, que deberá estar marcada y equipada con un radioemisor para su localización por el cetrero (art. 4). Se regulan también épocas y tipos de terreno hábiles para esta práctica (art. 5) y determinadas limitaciones, como la prohibición de su práctica en humedales o a menos de 500 metros de distancia de los mismos (art. 6). Se regulan también las características de las instalaciones para la tenencia de aves (art. 19) y la práctica de las competiciones deportivas de cetrería (art. 20). 

Finalmente, se prevé que a los cuatro años de la entrada en vigor de esta norma, la Consejería competente evalúe la incidencia de la cetrería en el estado de conservación de las poblaciones amenazadas de aves rapaces silvestres de Castilla-La Mancha (disposición adicional tercera). 

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES 

1. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

1. Sistema EMAS de gestión y auditoría ambiental: 

Sentencia del Tribunal Constitucional (sala segunda) núm. 20/2014, de 10 de febrero de 2014. 

En esta Sentencia se resuelve un conflicto positivo de competencia promovido por la Generalitat de Cataluña contra el Real Decreto 1715/2010, de 17 de diciembre, por el que se designa a la Entidad Nacional de Acreditación (ENAC) como organismo nacional de acreditación. 

La Comunidad Autónoma recurrente considera invasión de sus competencias en materia de medio ambiente la designación de ENAC como único organismo nacional de acreditación de verificadores ambientales. 

El TC comienza por recordar el origen comunitario de la técnica de la acreditación, que corresponde al “nuevo marco comunitario” o “nuevo enfoque”, constituido por el Reglamento (CE) 765/2008, de 9 de julio de 2008, por el que se establecen los requisitos de acreditación y vigilancia de mercado relativos a la comercialización de los productos. La traslación de esta normativa a derecho interno no afecta a los criterios constitucionales de reparto competencial, pero sin embargo impone la designación de un único organismo de acreditación (art. 4.1). 

Recordando la doctrina establecida en la STC 33/2005, de 17 de febrero, el TC señala que la designación de ENAC como entidad de acreditación tiene que ver con un ámbito más amplio que el medioambiental, incluyendo la materia de seguridad y calidad industriales. Por ello, tal designación no vulnera el orden competencial autonómico. Por la misma razón, sin embargo, tal designación no puede fundamentarse en el título competencial relativo al medio ambiente (art. 149.1.23 CE), como hace el RD 1715/2010, sino que, por el contrario, ha de sustentarse en el título relativo a la seguridad industrial, que es el art. 149.1.13 CE. 

Por ello, el TC declara inconstitucional y nula la disposición final primera de la norma recurrida, en la medida en la que invocaba el art. 149.1.23 como fundamento, pero declara que la designación de ENAC como único acreditador nacional no invade las competencias de la Comunidad Autónoma de Cataluña. 

2. Proyecto regional para la instalación de centro de tratamiento de residuos urbanos: 

Sentencia del Tribunal Constitucional (pleno) núm. 37/2014, de 11 de marzo de 2014 (Conflicto constitucional 4 8317/2005). 

En esta Sentencia se resuelve un conflicto en defensa de la autonomía local planteado por el Ayuntamiento de Gomecello (Salamanca) contra la Ley de Castilla y León 6/2005 sobre declaración de proyecto regional para la instalación de un centro de tratamiento de residuos urbanos para la provincia de Salamanca en su término municipal. 

El Ayuntamiento de Gomecello alegaba la falta de participación en el procedimiento de decisión, tanto en el previo como en el legislativo y en el posterior a la declaración por ley de proyecto regional, al haberse eliminado la exigencia de licencias municipales. Por ello, se le habría desprovisto de sus competencias en materia de urbanismo, medio ambiente y autofinanciación.  

El TC comienza por señalar el canon de constitucionalidad que cabe aplicar a este tipo de procesos, que no es sino “los preceptos constitucionales (arts. 137, 140 y 141 CE) que establecen ese contenido mínimo que protege la garantía institucional y que hemos considerado definitorios de los elementos esenciales o del núcleo primario del autogobierno de los entes locales territoriales” (STC 121/2012, de 5 de junio, FJ 5º). Por ello, no es objeto de estos conflictos la vulneración por parte de la normativa autonómica de leyes básicas estatales que amplíen dicho contenido mínimo constitucional definitorio de la autonomía local (FJ 5º). 

En el caso particular era aplicable la Ley 9/2002, de 10 de julio, para la declaración de proyectos regionales de infraestructuras de residuos de singular interés y la Ley 10/1998 de ordenación del territorio, cuyo art. 22 preveía la audiencia a los municipios afectados previa a la información pública de los proyectos regionales. El TC constata que el municipio de Gomecello no ha acreditado que se hubiera omitido dicha audiencia. Por otro lado, la Ley 6/2005 de 26 de mayo, que aprobó el concreto proyecto, procedía de un procedimiento administrativo previo que se concretó en el Decreto 65/2004, de 1 de julio. El municipio de Gomecello alegaba que tal Decreto fue derogado por la Ley 6/2005, por lo que no puede tenerse en cuenta su efectiva participación en el mismo. El TC trae aquí a colación el principio de conservación de los actos y trámites (arts. 64 a 67 Ley 30/92), que se aplica a aquellos que se hubieran mantenido igual aun cuando la resolución definitiva adolezca de algún vicio. Por lo tanto, si se conservan los actos de trámite incluso cuando el acto definitivo es nulo, “tanto más se conservarán cuando el acto definitivo es derogado como consecuencia de la elevación de rango del acuerdo de aprobación de este mismo proyecto regional”. La intervención del municipio de Gomecello en el procedimiento administrativo previo permitió a este sin duda “expresar su voluntad y criterio, en relación con el ejercicio de las competencias que le asisten, sobre el proyecto regional finalmente aprobado por la Ley en cuestión” (FJ 6º). 

Se pronuncia el TC a continuación sobre la eliminación de la exigencia de licencias municipales, prevista en la Ley 9/2002, de 10 de julio, y que faculta a la Comunidad Autónoma para proceder directamente a la ejecución de las actividades y actos de uso del suelo, así como sobre la competencia para el control ambiental. Recuerda que la constitucionalidad de tal precepto fue reconocida en la STC 129/2013, de 4 de junio, que indicaba que “no supone una intromisión ilegítima en la autonomía local que, concurriendo razones que lo justifiquen, el legislador garantice la participación o intervención del municipio por otros medios, que es lo que exige la garantía institucional de la autonomía local”. Y, en el caso específico de los proyectos de infraestructuras de residuos, el TC había concluido que no se vulneraban las competencias locales porque “la Administración debe garantizar la prestación de la actividad de gestión de los residuos (…) y porque la participación previa de los municipios afectados se garantiza con la exigencia de informe dentro del procedimiento administrativo previo (…). Finalmente, porque los proyectos de infraestructuras de residuos de singular interés revisten un carácter excepcional, pues exigen la concurrencia de un interés singular que va más allá del mero interés supramunicipal”. En el caso particular, se declaraba proyecto regional la instalación de un centro de tratamiento de residuos urbanos para la provincia de Salamanca que venía a solucionar el grave problema de gestión de residuos en esta provincia (existencia de vertederos incontrolados y saturación de los controlados) que provocaba una situación insostenible a nivel medioambiental (FJ 7º). 

Por todo ello, el TC desestima este conflicto en defensa de la autonomía local. 

2. TRIBUNAL SUPREMO 

1. Evaluación de Impacto Ambiental: 

Sentencia del Tribunal Supremo (sala de lo contencioso-administrativo, sección 3ª) de 21 de enero de 2014 (rec. núm. 2054/2011). 

En esta Sentencia se se resuelve un recurso de casación interpuesto por el Gobierno vasco contra la sentencia del TSJ del País Vasco, por la que se estimaba el recurso de “Eólicas de Euskadi, SA” contra varias Resoluciones del viceconsejero de Medio Ambiente del Gobierno Vasco sobre el parque eólico de Ordunte. En dichas Resoluciones, el Gobierno vasco denegaba a dicha empresa la autorización administrativa, aprobación del proyecto y declaración de utilidad pública a la vista de la declaración de impacto ambiental desfavorable de 23 de marzo de 2006. 

La sentencia recurrida señalaba fundamentalmente defectos de motivación, inseguridad jurídica, arbitrariedad y desviación de poder en la declaración de impacto ambiental (DIA). 

El TS comienza pronunciándose sobre la motivación de la DIA. Esta concluía sobre la presencia de impactos ambientales de carácter crítico en relación con la protección de la biodiversidad. En concreto, el proyecto de parque eólico, localizado en el “Lugar de Interés Comunitario de Ordunte”, afectaría a las poblaciones de buitre leonado y alimoche. Asimismo, se concluía sobre la falta de certeza de que el proyecto no causaría perjuicio a la integridad del lugar. 

La empresa recurrente había alegado la falta de valoración de una alternativa que ella misma propuso para reducir el impacto ambiental (la supresión del muladar de “Las Fuentucas”), por lo que la DIA incurriría en una omisión sustancial, ya que el art. 10 del RD 1131/1988, de 30 de Septiembre exige evaluar la posibilidad de corregir el impacto ambiental. Confirma el TS este argumento, indicando que “el resultado de la evaluación puede depender de la consideración de la medida correctora y por lo tanto no puede prescindirse de ella sin que la DIA se aparte de sus parámetros legales” (FJ 4º). 

Asimismo, confirma el TS la existencia de una falta de concreción de las afecciones del proyecto sobre la biodiversidad, por lo que la DIA incurría también en indeterminación. Así, no se valoró pormenorizadamente la información complementaria respecto a cada uno de los hábitats sobre los que se extienden los objetivos de conservación (FJ 5º). 

Concluye el TS que los vicios anteriormente señalados, “en cuanto que afectan al proceso de formación de la opinión expuesta en la DIA, invalidan este acto no por su resultado, sino porque privan a la actividad de evaluación de elementos esenciales para determinar con certeza el impacto negativo o soportable, medidas correctoras incluidas, del proyecto de instalación industrial” (FJ 6º). Sostiene por tanto que

Por lo tanto, el TS confirma la sentencia de instancia y ordena retrotraer el expediente a la realización de una nueva DIA que subsane las insuficiencias detectadas (FJ 7º), e impone 4.000 euros en concepto de costas al recurrente (FJ 8º). 

2. Minas: 

Sentencia del Tribunal Supremo (sala de lo contencioso-administrativo, sección 4ª) de 31 de enero de 2014 (rec. núm. 1057/2011). 

En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación interpuesto por Mármoles Sandoval, S.A. contra la Sentencia del TSJ de Murcia de 5 de noviembre de 2010, por la que se desestimaba un anterior recurso contra la cancelación, por parte de la Dirección General de Industria, Energía y Minas, de la solicitud de ampliación del perímetro autorizado para el almacenaje de material procedente de la explotación de roca ornamental “Charán”, en Moratalla. 

El TSJ confirmó la cancelación de la solicitud de ampliación indicando que la empresa interesada no aportó los documentos exigidos en el plazo previsto y que conocía las consecuencias de no hacerlo: el inicio de cómputo del plazo de caducidad, así como el sentido negativo del silencio administrativo. Pese a ello, la empresa recurrente, pasados los seis meses de plazo para resolver sobre la solicitud sin pronunciamiento administrativo, había instalado la escombrera y comenzado a utilizarla, tomando el silencio por positivo. 

La recurrente alega en primer lugar vulneración del principio de confianza legítima y del de interdicción de la arbitrariedad, a lo que el TS responde que tales principios “no son el vehículo adecuado para alterar el sentido, legalmente establecido, sobre el silencio administrativo, ni amparar o justificar el incumplimiento al requerimiento” (de la citada documentación), (FJ 3º). 

En segundo lugar, se alega infracción del art. 43 Ley 30/92, al entenderse que el sentido del silencio era positivo. El art. 43.1.2 de esta Ley considera desestimatorio el silencio en procedimientos “cuya estimación tuviera como consecuencia que se transfieran al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio público o al servicio público”. Si bien la recurrente considera independiente la instalación de la escombrera respecto del yacimiento, el TS señala que ambas actuaciones están vinculadas a la explotación del yacimiento, el cual incluye tanto elementos principales o esenciales como accesorios, “pero todos sirven a la misma finalidad, constituyendo una realidad inescindible que ha de tener el mismo régimen jurídico a estos efectos de la desestimación presunta” (FJ 5º). 

Por ello, el TS declara no haber lugar al recurso de casación, e impone a la recurrente las costas procesales por cuantía de 4.000 euros. 

3. Espacios Naturales: 

Sentencia del Tribunal Supremo (sala de lo contencioso-administrativo, sección 4ª) de 11 de febrero de 2014 (rec. núm. 387/2012). 

En esta Sentencia se resuelve un recurso contencioso-administrativo interpuesto por el Cabildo de Fuerteventura contra el Real Decreto 600/2012, de 30 de marzo, por el que se declara zona de interés para la Defensa Nacional el Campo Nacional de Maniobras y Tiro de Pájara. 

El Campo de Tiro de Pájara venía siendo utilizado por las Fuerzas Armadas desde 1977. En diciembre de 2009, se declaró una zona dentro del perímetro: el paraje “Cueva de Lobos”, como zona de especial conservación dentro de la Red Natura 2000, y la misma isla de Fuerteventura como reserva de la biosfera, ambas conforme a la Ley 42/2007, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad. 

El Cabildo pretende la nulidad del RD 600/2012 alegando inexistencia de afectación a los fines de Defensa Nacional, falta de motivación, desviación de poder y arbitrariedad, vulneración del principio de autonomía local, del procedimiento reglamentario y falta de una adecuada evaluación de sus repercusiones en los espacios naturales protegidos, solicitando además que se eleve cuestión prejudicial al Tribunal de Justicia de las comunidades Europeas sobre si la Directiva de Conservación de Hábitats exige la evaluación de la declaración de una zona como de interés para Defensa Nacional.  

El TS descarta rápidamente la mayor parte de alegaciones, constatando que sí existía afectación, que el RD 600/2012 contaba con una motivación suficiente de por qué el Campo de Tiro de Pájara es fundamental para el Ejército de Tierra, que no existió desviación de poder ni arbitrariedad, ya que no se ha perseguido fin distinto del militar y se está respondiendo a necesidades objetivamente expuestas por el Gobierno, ni tampoco vulneración de la autonomía local, al ser Defensa una competencia exclusiva del Estado conforme al art. 149.1.4 CE (FJ 3º). 

Matiza sin embargo un poco más las dos últimas cuestiones. Así, respecto a la vulneración del procedimiento para la elaboración de reglamentos, el TS constata que el RD introdujo la memoria de análisis de impacto normativo de forma abreviada, lo que según la recurrente permitió completar dicho trámite sin escuchar a la administración local afectada. Sin embargo, el TS acredita que la memoria en forma completa tampoco requiere ineludiblemente oír a otras Administraciones afectadas, trámite que ha de estar previsto en alguna norma especial que en este caso no existía. Al no haber exigencia de escuchar a la Administración Local, no existe vicio sustancial de procedimiento (FJ 4º). 

Finalmente, el TS se pronuncia sobre la falta de una adecuada evaluación de las repercusiones sobre la Red Natura 2000 de la declaración de la zona como Campo de Tiro militar, que provendría de la aplicación del art. 45 de la Ley 42/2007. Fruto de un examen de dicho precepto, el TS constata que es aplicable a planes, proyectos o programas. Analiza el sentido que dicha expresión tiene para el Derecho Comunitario, y a raíz de la Sentencia del TJCE Comisión c. Alemania (C-98/03), de 10 de enero de 2006, concluye que “aun cuando la expresión “plan proyecto o programa” haya de ser interpretada en sentido amplio, debe en todo caso referirse a una intervención material o física (construcción, obra explotación del suelo, etc) susceptible en cuanto tal de influir en el hábitat correspondiente”. Resuelve que el RD 600/2012 no es un plan, proyecto o programa, porque no contempla ninguna intervención física sobre el paraje Cueva de Lobos, por lo que considera innecesaria la evaluación de las repercusiones de convertir este espacio natural en campo de tiro (FJ 5º). 

Por ello, desestima el recurso contencioso administrativo e impone costas en cuantía de 4000€ al Cabildo de Fuerteventura. 

3. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE ARAGÓN 

1. Autorización Ambiental Integrada: 

- Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragón (Sala de lo contencioso-administrativo, sección 1ª) núm. 45/2014, de 4 de febrero de 2014 (rec. núm. 200/2010). 

En esta Sentencia se resuelve un recurso de apelación interpuesto por la Diputación General de Aragón contra la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 4 de Zaragoza, que estimaba un anterior recurso de Transmonegros, S.L, reconociendo su derecho a obtener una autorización ambiental integrada para la explotación porcina de cebo de Grañén (Huesca) que le había sido denegada. 

La cuestión versaba sobre la distancia entre la nueva nave para la que se solicitaba autorización y el casco urbano, que había de ser superior a los 400 metros conforme al Decreto 200/1997, distancia sobre la cual las partes debatían (entre los 350 metros que decía la DGA y los 450 que afirmaba la recurrente). La medición topográfica del Ingeniero de la memoria del proyecto, D. Gerónimo, así como la posteriormente practicada del Arquitecto Municipal de Grañén, corroboró las pretensiones de la recurrente. 

El TSJ considera correcta dicha medición, confirmando por tanto el derecho de Transmonegros S.L a la obtención de la autorización ambiental integrada, por no incumplirse la normativa sobre distancias mínimas (Fj 2º) y impone 1500 euros a la DGA en concepto de costas (FJ 3º). 

2. Ruido: 

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragón (Sala de lo contencioso-administrativo, sección 3ª) núm. 66/2014, de 26 de 4 de febrero de 2014 (rec. núm. 417/2010). 

En esta Sentencia se resuelve un recurso de apelación interpuesto por Menéndez Rillo, S.C, frente a la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 5 de Zaragoza de 27 de septiembre de 2010, por la que se desestimaba un anterior recurso contra el Decreto de Alcaldía de Calatayud de 15 de junio de 2009 nº 401 que imponía sanción de 150,26 euros y limitaba el horario de cierre a las 24h incluido sábados y domingos al titular del bar “El Coso” como consecuencia de denuncias vecinales y de la medición de ruidos por la policía local. 
La recurrente alegó la falta de fiabilidad de la medición de ruidos de la Administración, cuestión que el Juzgado consideró oportuno relativizar, al haber admitido el TSJ de Aragón que las mediciones efectuadas por la Policía Local puedan constituir elementos de acreditación de la comisión de la infracción (Sentencia de 25 de febrero de 2009), y constatarse que el local no se encontraba acondicionado para evitar los niveles de contaminación acústica vetados en la normativa municipal. 

Alega ahora la recurrente la existencia en el local del aislamiento suplementario necesario para evitar la transmisión de un ruido de 58,6 db, por lo que cumple con los requisitos de la Ordenanza Municipal de Medio Ambiente de Calatayud, que en su art. 28 exige un aislamiento no inferior a 50 db. 

El TSJ considera que la recurrente ha realizado una incorrecta interpretación de la norma, pues la norma sobre el aislamiento de más de 50 db no basta, sino que este aislamiento debe evitar la transmisión de ruido a más de 27 db en el entorno de viviendas, cosa que no hace, por lo que se desetima este motivo (FJ 2º). 

Considera el TSJ que la actuación de medición impugnada fue ajustada a Derecho, por producirse además de muchas formas y mediante muchos sistemas de medición, por lo que no puedo haber error en la misma (FJ 3º). 

Por todo ello, desestima el recurso de apelación e impone las costas a la parte recurrente. 
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